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Sentencia sobre Reparación Integral de Derechos Humanos 
El Programa Andino de Derechos Humanos publica a continuación la sentencia emitida por 
un Juez de Tránsito en la que se determina la reparación integral para los familiares de una 
persona muerta a causa de un accidente de tránsito. Constituye un precedente importante en 
especial por la aplicación de estándares internacionales sobre la reparación integral de 
derechos humanos en cumplimiento con la normativa internacional. 
REPÚBLICA DEL ECUADOR 
CONSEJO DE LA JUDICATURA 
 
Juicio No: 1745120090045 
En el Juicio Especial No. 1745120090045 que sigue [VERÓNICA YOLLY GALARZA 
ALTAMIRANO OFENDIDA.] en contra de [CALDERON UMATAMBO FRANKLIN 
GEOVANNY, CELINDA MOLINA SALAZAR] hay lo siguiente: 
 
VISTOS.- Dr. Marco Antonio Tamayo Mosquera, en calidad de Juez de la Unidad de 
Tránsito del Distrito Metropolitano de Quito, competente y habilitado para emitir la 
siguiente Resolución mediante Acción de Personal No. 2401-DP-UPTH-09/04/2015, 
remitido el 10 de abril de 2015, por el Dr. Marcelo Gudiño, Director de la Unidad 
Provincial de Talento Humano, de la Dirección Provincial de Talento Humano. En lo 
principal ha comparecido ha esta Judicatura la señora VERONICA JOLLY GALARZA 
ALTAMIRANO, en calidad de madre de su hijo FERNANDO ALEXANDER 
JARAMILLO GALARZA, quien ha fallecido por una infracción de tránsito, el día 24 de 
enero del 2009 a las 16h00, consignando sus generales de ley, para manifestar: De acuerdo 
con la sentencia del proceso de Tránsito No. 45-2009, emitida, por la doctora Alba 
Paladines Salvador, Jueza titular deI Juzgado Primero de Tránsito, el día 23 de septiembre 
del 2013, las 16h40, por una infracción de tránsito y ha resuelto en los siguientes términos: 
"ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL 
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ECUADOR Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA 
REPÚBLICA, se declara la CULPABILIDAD del señor FRANKLIN GEOVANNY 
CALDERÓN UMATAMBO, ciudadano ecuatoriano, portador de la cédula de ciudadanía 
No. 171322312-9, de estado civil soltero, de profesión chofer profesional, de 30 años de 
edad, domiciliado en la Ecuatoriana, ciudadela La Inmaculada, calle Martín Icaza de esta 
ciudad de Quito, como autor y responsable del delito de tránsito tipificado y sancionado en 
el artículo 127 de Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial; en 
cuanto a la pena aplicable, en razón de lo expuesto en el considerando OCTAVO se le 
CONDENA a cinco años de prisión, suspensión de la licencia de conducir por el mismo 
tiempo y el pago de una multa equivalente a veinte remuneraciones unificadas del 
trabajador en general, vigentes al momento del cometimiento de la infracción, esto es, 
CUATRO MIL TRESCIENTOS SESENTA DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE 
AMÉRICA ($4.360,00 USD); en cuanto a la reducción de puntos de acuerdo a lo 
establecido en el inciso final del artículo 123 de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre 
Tránsito y Seguridad Vial que determina: "en todos los casos de delitos y contravenciones 
de tránsito se condenará obligatoriamente al infractor con la reducción de puntos a la 
licencia de conducir de conformidad con la tabla contenida en el artículo 97 de la presente 
Ley y sin perjuicio de la pena peculiar aplicable a cada infracción", en tal virtud se impone 
al sentenciado señor FRANKLIN GEOVANNY CALDERÓN UMATAMBO, la reducción 
de 30 puntos en su licencia de conducir.- Ejecutoriada esta sentencia, la actuaria de esta 
Judicatura cumpla con lo dispuesto en el artículo 407 del Código de Procedimiento Penal.- 
En cuanto a las indemnizaciones a las que hubiere lugar, se impone al señor FRANKLIN 
GEOVANNY CALDERÓN UMATAMBO, en calidad de conductor del vehículo tipo 
OMNIBUS, de placas PZY-269, y a la señora CELINDA MOLINA SALAZAR, 
propietaria del vehículo causante del suceso de tránsito, a quien solidariamente de 
conformidad con lo determinado en el artículo 175 de la Ley Orgánica de Transporte 
Terrestre Tránsito y Seguridad Vial, se les impone el pago de costas, daños y perjuicios; 
conforme lo ordena la norma legal, considerando el daño emergente y lucro cesante que 
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comprenden la disminución patrimonial efectiva sufrida a causa del hecho, así como la 
ganancia o aumento patrimonial que ha impedido ciertamente tal hecho, considerando al 
efecto las constancias procesales existentes; en consecuencia se determina los daños y 
perjuicios en forma parcial de la siguiente manera: a) Respecto de los daños sufridos por la 
pérdida de la vida del adolescente FERNANDO JARAMILLO GALARZA, su señora 
madre VERÓNICA JOLLY GALARZA ALTAMIRANO, quien ha deducido acusación 
particular, siendo esta procedente y a fin de cumplir con la reparación integral 
constitucionalmente consagrada, se le cancelará a la mencionada acusadora la cantidad de 
DOCE MIL SETECIENTOS VEINTE DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE 
AMÉRICA, (12.720,00 USD) de conformidad con lo establecido en el artículo 157 literal 
a) de la Ley de la materia.- En cuanto al lucro cesante, no se ha presentado ningún 
documento por parte de la acusadora particular, no existiendo elemento probatorio alguno, 
que justifique estos hechos.- De conformidad con el artículo 31 del Código de 
Procedimiento Penal, se deja a salvo el derecho de la afectada, a los reclamos a que hubiere 
lugar, en el caso de que se justificare un monto diferente al establecido para efectos 
indemnizatorios.- b) De conformidad con lo establecido en el artículo 409 del Código de 
Procedimiento Penal en concordancia con el artículo 322 del Código Orgánico de la 
Función Judicial, se liquidarán las costas judiciales a las que hubiere lugar, por parte del 
liquidador correspondiente.- En tres (2) remuneraciones básicas unificadas del trabajador 
en general, se regulan los honorarios del señor doctor Fabricio Carrasco, abogado de la 
defensa de la víctima, por su trabajo profesional en la presente instancia.- Sin 
observaciones respecto de la actuación del fiscal, del abogado de la víctima y el abogado 
defensor del acusado.- De conformidad con lo determinado en el artículo 60 del Código 
Penal, téngase en cuanta que esta sentencia causa la suspensión de los derechos de 
ciudadanía del sentenciado señor FRANKLIN GEOVANNY CALDERÓN UMATAMBO, 
por igual tiempo al de su condena, cumplida la cual esta suspensión quedará sin efecto.-" 
La mencionada sentencia ha sido interpuesta recursos de apelación y nulidad y con fecha 24 
de octubre del 2013, la Tercera Sala de Garantías Penales de Pichincha, ha resuelto lo 
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siguiente: "ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO 
DEL ECUADOR Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE 
LA REPÚBLICA, la Sala acepta parcialmente el recurso de apelación interpuesto y 
modifica la pena a tres años de prisión correccional, en lo demás se confirma la sentencia 
venida en grado. "Se ha presentado también Recurso de Casación y la Corte Nacional de 
Justicia, el 24 de enero del2014, las l0h00 , y la Corte ha resuelto : "ADMINISTRANDO 
JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR Y POR 
AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA, desecha 
el recurso interpuesto por la Acusadora particular Verónica Galarza Altamirano; y de 
conformidad con lo dispuesto en la última parte del artículo 358 del Código de 
Procedimiento Penal, de oficio se casa la sentencia impugnada, declarando al procesado 
Franklin Geovanny Calderón Umatambo, autor del delito de tránsito, tipificado y reprimido 
por el artículo127 de la Ley Orgánica de Tránsito, transporte Terrestre y seguridad Vial, en 
calidad de conductor del vehículo de placas PZY-269, imponiéndole la pena de 3 años de 
prisión, suspensión de la licencia de conducir, por igual tiempo, al pago de la multa 
equivalente a 20 remuneraciones unificadas del trabajador en general, esto es $4.360 
dólares, la reducción de puntos de conformidad con la tabla del artículo 97 de la ley de la 
materia y al pago de la reparación integral (Lo subrayado es mío); debiendo devolverse el 
proceso, para la ejecución de la pena impuesta." Como los señores: FRANKLIN 
GEOVANNY CALDERON UMATAMBO, en calidad de conductor del BUS de placas 
No. PZY-269 y CELINDA MOLINA SALAZAR, en calidad de propietaria del 
mencionado vehículo, NO han dado cumplimiento a la reparación integral ordenada en la 
sentencia mencionada; la señora Verónica Galarza Altamirano, por sus propios derechos y 
como madre del fallecido FERNANDO ALEXANDER JARAMILLO GALARZA, ha 
concurrido ante la Dra. doctora Alba Paladines Salvador, Jueza Titular del Juzgado Primero 
de Tránsito de Pichincha, y al amparo de lo dispuesto en el artículo 78 de la Constitución de 
la República, artículo 108 de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad 
Vial y el artículo 828 del Código de Procedimiento Civil, ha demandado en juicio Verbal 
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Sumario a los señores FRANKLIN GEOVANNY CALDERON UMATAMBO, como 
deudor principal en su calidad de conductor y CELINDA MOLINA SALAZAR, como 
propietaria del vehículo de placas No. PZY-269, en su calidad de deudora solidaria, a fin de 
que en sentencia se les condene al cumplimiento de la reparación integral prevista por el 
ordenamiento constitucional ecuatoriano, considerando tres aspectos a saber: 
indemnización, medidas de satisfacción o simbólica y garantías de no repetición. Admitida 
que ha sido la causa a trámite, se ha dispuesto citar a los demandados, se ha convocado a la 
Audiencia de Conciliación y contestación a los demandados, se ha recibido la causa a 
prueba; y una vez agotado el trámite del mismo y encontrándose al estado de resolver, se 
considera: PRIMERO.- Por no advertirse omisión de solemnidad sustancial que pueda 
influir en la decisión de la causa, se declara su validez procesal.- SEGUNDO.- La parte 
actora ha solicitado se les cite en las direcciones registradas que constan a foja No. 550, en 
las cuales según el citador no ha sido posible citar. Con fecha 25 de julio del 2014, las 
09h45, la actora en su escrito ha proveído de nuevas direcciones y según la razón del 
citador han sido citados: el señor FRANKLIN GEOVANNY CALDERON UMATAMBO, 
el 01 DE JULIO DEL 2014 en forma PERSONAL, y la señora CELINDA MOLINA 
SALAZAR, ha sido citada los días 10, 15 y 16 de JULIO DEL 2014 por 
BOLETA.TERCERO.- A la Audiencia de Conciliación y Contestación a la Demanda, 
realizada el cinco de Agosto del año dos mil catorce, a las diez horas cuarenta minutos, han 
comparecido los sujetos procesales: GALARZA ALTAMIRANO VERONICA JOLLY 
junto con su abogado defensor Dr. Poveda Moreno Carlos Hernán, la señora MOLINA 
SALAZAR CELINDA junto con su abogado defensor Abg. Aguaguiña González Willian 
Enrique y el Dr. Marcelo Díaz en representación del señor CALDERON UMATAMBO 
FRANKLIN GEOVANNY.- De conformidad con el Art. 833 del CPC se ha declarado 
instalada la presente AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN.- 1.- Señor Franklin Calderón 
Umatambo, a través de su abogado defensor el doctor Marcelo Díaz ha manifestado: 
"Negativa pura y simple de los fundamentos de hecho y de derecho toda vez que en 
sentencia, se ordenó a cancelar daños y prejuicios, daño emergente y lucro cesante y 
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además la reparación integral de este suceso de tránsito advirtiendo que en providencia de 
09 de abril de 2014, a las llH05 ordena que cumplan con lo dispuesto en el Art. 407 del 
CPP, esto es la ejecución de la sentencia con lo que tiene relación a daños y perjuicios 
manifestando que es de su conocimiento que el recurso de casación fue rechazado, tomando 
en consideración la apelación que realizó el procesado en la Corte Provincial se modificó la 
pena y además la multa en la misma no deja a salvo para exigir la reparación integral y se 
ratificó en la cantidad que usted sabiamente ordenó al pago de $12,720 pago que vendría a 
ser en forma solidaria conjuntamente con la propietaria del vehículo. "La señora MOLINA 
SALAZAR CELINDA, a través de su abogado Aguaguiña González Willian Enrique, en el 
escrito presentado el 29 de julio del 2014, las 15h48, quien en nombre de su representada 
ha manifestado: " 1.- Rechazo desde ya la pretensión propuesta en mi contra por parte de la 
señora VERONICA JOLLY GALARZA ALTAMIRANO, toda vez que esta se encuentra 
totalmente ajena a lo dispuesto en el artículo 108 de la Ley Orgánica de Transporte 
Terrestre, tránsito y seguridad vial, que textualmente contempla: "LAS INFRACCIONES 
DE TRANSITO SON CULPOSAS Y CONLLEVAN LA OBLIGACION CIVIL Y 
SOLIDARIA DE PAGAR COSTAS, DAÑOS Y PERJUICIOS, POR PARTE DE LOS 
RESPONSABLES DE LA INFRACCION". 2.- Del expediente en el que se juzgó y se le 
sentenció como responsable al señor FRANKLIN GEOVANNY CALDERON 
UMATAMBO, se desprende que ninguna responsabilidad tengo, en el presente delito de 
tránsito, con sentencia ya ejecutoriada; y más aún cuando soy una persona de la tercera 
edad, sola y enferma. 3.-Señor Juez, la presente acción, en lo que tiene que ver con la 
compareciente violenta lo claramente señalado en Art. 36 y siguientes de la Constitución de 
la República. Seguidamente, ha intervenido el Dr. Poveda Moreno Carlos Hernán, quien en 
representación de la señora GALARZA ALTAMIRANO VERONICA JOLLY, ha 
manifestado: "Señora jueza, señores defensores de los demandados en lo principal nos 
ratificamos en los fundamentos de hecho y derecho constantes en la demanda de daños y 
perjuicios presentada ante esta judicatura, debiendo indicar que en la sentencia de primera 
instancia y apelación y del recurso extraordinario de casación se consagra el principio de 
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reparación integral, este tipo de principio a favor de las víctimas y sus familiares contiene 
elementos adicionales como son las que se exponen en nuestra demanda tanto de carácter 
material como inmaterial y otras como el de no repetición, y las simbólicas; por lo tanto 
solo hablar de indemnización económica es ir en contra de este derechos de víctimas. En tal 
virtud la pretensión económica que se expone en la demanda es legítima ya que a pesar de 
existir un rubro económico fijado por usted existe la posibilidad de establecer otros 
parámetros que por ventaja la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante 
Corte IDH), lo viene estableciendo en diferentes sentencias. De todas maneras los asertos 
expuestos en la demanda se justificarán dentro del término probatorio respectivo. "La 
Doctora Alba Paladines Jueza ha resuelto: Una vez que han sido escuchadas las partes, y no 
habido la posibilidad de llegar a un arreglo conforme lo determina el Art. 836 del CPC 
existiendo hechos que deben justificarse en esta misma diligencia, la señora Jueza abierto la 
causa a prueba por el término de seis días, quedando notificados en persona con esta 
resolución de la cual se deja constancia en el acta correspondiente, con lo que se da por 
concluida la presente audiencia." CUARTO.- El artículo 113 del Código de Procedimiento 
Civil, establece la obligatoriedad que tiene el actor de probar los hechos que ha propuesto 
afirmativamente en el juicio y que ha negado el demandado, en torno a ello y con 
oportunidad de la prueba, conforme dispone el artículo 117 Ibídem, analizo la misma. La 
señora VERONICA JOLLY GALARZA ALTAMIRANO, mediante escrito solicita en la 
demanda la Reparación integral, teniendo en cuenta la expectativa de vida y proyecto de 
vida de su hijo y los honorarios de su Abogado defensor, Medidas de Satisfacción 
simbólicas, y Garantías de no repetición. QUINTO.- La Constitución de la República del 
Ecuador, señala en el artículo 11, num. 9, segundo inciso, obligación de reparación a 
particulares: “El Estado, sus delegatarios, concesionarios y toda persona que actúe en 
ejercicio de potestad pública, estarán obligados a reparar las violaciones a los derechos de 
los particulares por la falta o deficiencia en la prestación de servicios públicos”; en el 
artículo 54, responsabilidad profesional: " Las personas o entidades que presten servicios 
públicos o que produzcan o comercialicen bienes de consumo, serán responsables civil y 
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penalmente por la deficiente prestación del servicio, por la calidad defectuosa del producto, 
o cuando sus condiciones no estén de acuerdo con la publicidad efectuada o con la 
descripción que incorpore. Las personas serán responsables por la mala práctica en el 
ejercicio de su profesión, arte u oficio, en especial aquella que ponga en riesgo la integridad 
o la vida de las personas; en el artículo 66, numeral 1.- El derecho a la inviolabilidad de la 
vida...."; en el artículo 78, protección a las víctimas: "Las víctimas de infracciones penales 
gozarán de protección especial, se les garantizará su no re-victimización, particularmente 
en la obtención y valoración de las pruebas y se las protegerá de cualquier amenaza u otras 
formas de intimidación. Se adoptará mecanismos para una reparación integral que incluirá, 
sin dilaciones, el conocimiento de la verdad de los hechos y la restitución, indemnización, 
rehabilitación, garantía de no repetición y satisfacción del derecho violado; en el artículo 
82. Seguridad jurídica.- " El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la 
Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por 
las autoridades competentes; en el artículo 169. Sistema procesal.- "El sistema procesal es 
un medio para la realización de la justicia. Las normas procesales consagrarán los 
principios de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad, economía 
procesal y harán efectivas las garantías del debido proceso. No se sacrificará la justicia por 
la sola omisión de formalidades”. Por su parte, la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, 
Tránsito y Seguridad Vial, en el artículo 2 señala: “La presente Ley se fundamenta en los 
siguientes principios generales: el derecho a la vida”; y en el artículo 46 señala: “El 
transporte terrestre automotor es un servicio público esencial y una actividad económica 
estratégica del Estado”. En cuanto a la prueba presentada por parte de la señora Celinda 
Molina Salazar, ésta no se la considera pues la defensa tan solo se ha limitado a reproducir 
en su escrito los actos procesales constes en el proceso pues la misma no aportada en nada 
sus excepciones planteadas; en cuanto a la indemnización del SOAT., de conformidad con 
el Art. 226 del RLOTTTSV., se debe tomar en consideración, `pues la afectada ha hecho 
uso de su derecho a la cobertura del mismo. En cuanto al sentenciado Franklin Geovanny 
Calderón Umatambo, la defensa no ha justificado sus excepciones y ha presentado prueba 
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alguna a fin de justificar sus alegaciones. SEXTO.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS: 
Que, La Constitución de la República del Ecuador en su artículo 1, determina que: El 
Ecuador es un estado constitucional de derechos y justicia y como deber fundamental del 
mismo, se estipula en la misma norma suprema artículo 3, numeral 1: el garantizar sin 
discriminación alguna el efectivo goce de los derechos establecidos en la Constitución y en 
los instrumentos internacionales, en particular la educación, la salud, la alimentación, la 
seguridad social y el agua para sus habitantes. En el presente caso se realiza una 
consideración especial a la normativa internacional implícita en los Tratados e Instrumentos 
Internacionales que prevén el bienestar de las víctimas de abusos en contra de sus derechos 
humanos, como un deber estatal de velar por el cumplimento de los mismos y la 
Convención Americana de Derechos Humanos en su artículo 4 consagra el derecho a la 
vida de toda persona, y la prohibición expresa de ser privado de la misma por cualquier 
contingencia. Que, el artículo 78 de la norma suprema Ecuatoriana reconoce la reparación 
integral de las víctimas: “Las víctimas de infracciones penales gozarán de protección 
especial, se les garantizará su no re victimización, particularmente en la obtención y 
valoración de las pruebas, y se las protegerá de cualquier amenaza u otras formas de 
intimidación. Se adoptarán mecanismos para una reparación integral (Lo subrayado es mío) 
que incluirá, sin dilaciones, el conocimiento de la verdad de los hechos y la restitución, 
indemnización, rehabilitación, garantía de no repetición y satisfacción del derecho 
violado”. Que, la Resolución sobre los Principios y Directrices Básicos sobre el Derecho de 
las Víctimas de Violaciones manifiestas de las Normas Internacionales de Derechos 
Humanos y de Violaciones Graves del Derecho Internacional Humanitario a interponer 
Recursos y obtener Reparaciones, en su capítulo V determina que la calidad de victima 
sigue el siguiente orden : “V. Víctimas de violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional 
humanitario 8. A los efectos del presente documento, se entenderá por víctima a toda 
persona que haya sufrido daños, individual o colectivamente, incluidas lesiones físicas o 
mentales, sufrimiento emocional, pérdidas económicas o menoscabo sustancial de sus 
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derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que constituyan una 
violación manifiesta de las normas internacionales de derechos humanos o una violación 
grave del derecho internacional humanitario. Cuando corresponda, y en conformidad con el 
derecho interno, el término "víctima" también comprenderá a la familia inmediata o las 
personas a cargo de la víctima directa y a las personas que hayan sufrido daños al intervenir 
para prestar asistencia a víctimas en peligro o para impedir la victimización” (Lo subrayado 
es mío). Que, dentro de los deberes del Estado se encuentra el proporcionar a sus 
ciudadanos de los servicios públicos, en especial el transporte público que según las reglas 
de la Ley Orgánica de Trasporte Público y Seguridad Vial debe ser ajustarse a los 
principios: Art. 3.- El Estado garantizará que la prestación del servicio de transporte 
público se ajuste a los principios de seguridad, eficiencia, responsabilidad, universalidad, 
accesibilidad, continuidad y calidad, con tarifas socialmente justas. Mismos que velan por 
el cuidado de la integridad del usuario. Que el artículo 76 de la LOTTSV, reconoce que el 
servicio de transporte público será otorgado por el estado u otorgado a compañías privadas 
mediante un contrato de operación, para que se lleve a cabo el servicio. Que la parte 
ofendida alega la aplicación para que se haga efectivo el pago material constante en la 
aplicación del artículo 227 sobre el fondo de Accidentes de Tránsito (FONSAT), Que la 
Constitución de la República del Ecuador en su artículo 11.9 establece que: “El más alto 
deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos garantizados en la 
Constitución. El Estado, sus delegatarios, concesionarios y toda persona que actúen 
ejercicio de una potestad pública, estarán obligados a reparar las violaciones a los derechos 
de los particulares por la falta o deficiencia en la prestación de los servicios públicos, o por 
las acciones u omisiones de sus funcionarias y funcionarios, y empleadas y empleados 
públicos en el desempeño de sus cargos. El Estado ejercerá de forma inmediata el derecho 
de repetición en contra de las personas responsables del daño producido, sin perjuicio de las 
responsabilidades civiles, penales y administrativas.”. SEPTIMO: MOTIVACION: La 
reparación integral es un derecho establecido en la Constitución de la República del 
Ecuador para resarcir los daños ocasionados a víctimas de infracciones penales (art. 78), así 
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como también de violaciones a los derechos humanos y constitucionales (art. 86 num. 3) y 
las personas afectadas por daños ambientales (art. 397). Cuando hablamos de reparación 
integral no solo nos referimos a los daños materiales o pecuniarios que se generan, sino a 
los daños de carácter inmaterial, ya que el espíritu y origen de este derecho es reconocer el 
carácter sistémico de las afectaciones y su entrelazamiento como un todo; es decir, exige 
para su comprensión y determinación que se contemple el aspecto material objetivo, así 
como el inmaterial subjetivo del daño. Dado el desarrollo que este derecho ha alcanzado en 
el ámbito internacional, su aplicación debe ser configurada a la luz de la jurisprudencia 
emitida por la Corte IDH, en particular en las sentencias sobre los casos: Gelman vs 
Uruguay, caso Zambrano Vélez vs Ecuador, caso Tibi vs Ecuador; así como también por la 
jurisprudencia que basándose en estos estándares, ha sido emitida por la Corte 
Constitucional del Ecuador. Además su alcance debe tener en consideración regulaciones 
expresas del ordenamiento jurídico internacional de derechos humanos, como son, entre 
otros, la Resolución sobre los Principios y Directrices Básicos sobre el Derecho de las 
Víctimas de Violaciones manifiestas de las Normas Internacionales de Derechos Humanos 
y de Violaciones Graves del Derecho Internacional Humanitario a interponer recursos y 
obtener reparaciones (en adelante la Resolución) la cual fija una serie de criterios para la 
aplicación adecuada de los procesos de reparación. Tomando como base los mismos, se 
procede a continuación a determinar su alcance para el presente caso. Sobre LA 
RESTITUCIÓN, la Resolución señala: “(…) siempre que sea posible, ha de devolver a la 
víctima a la situación anterior a la violación manifiesta de las normas internacionales de 
derechos humanos o la violación grave del derecho internacional humanitario. La 
restitución comprende, según corresponda, “el restablecimiento de la libertad, el disfrute de 
los derechos humanos, la identidad, la vida familiar y la ciudadanía, el regreso a su lugar de 
residencia, la reintegración en su empleo y la devolución de sus bienes”. Este principio si 
bien es cierto no ha sido alegado por la parte demandante, pero como juez de garantías es 
un deber relevante recalcar que en el caso que nos ocupa no es posible su cumplimento al 
haber fallecido la víctima directa, pero es posible contemplar la mención del principio sin 
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recaer en extra petita y más aún cuando de alguna forma se pretende dejar en el colectivo 
social el mensaje de que este tipo de hechos que no deben repetirse. Respecto de la 
INDEMNIZACIÓN la Resolución determina: “ha de concederse, de forma apropiada y 
proporcional a la gravedad de la violación y a las circunstancias de cada caso, por todos los 
perjuicios económicamente evaluables.” precisando que estos son: a) daño físico o mental; 
en el presente caso se ha probado mediante los documentos y pericias técnicas psicológicas 
que obran a fojas 581 a 592 del expediente procesal, realizada por el profesional señor 
doctor Carlos Reyes; así como por el señor doctor Franklin Pinto Villamarín, de fs. 718 a 
721 vta. , donde se concluyen que existe un daño psicológico que puede desencadenar en 
un daño físico conllevando en detrimento la salud de la señora Verónica Galarza 
Altamirano, en su calidad de madre de la víctima. Este daño no sólo fue provocado por la 
pérdida de la vida de su hijo sino por las dificultades que debió enfrentar dentro del proceso 
judicial, por la rémora injustificada del trámite; los constantes direccionamientos hacia una 
cuantificación económica de la memoria del ofendido, que provocaban su cosificación; la 
falta de una diligencia debida para la detención del procesado, quien se mantuvo prófugo 
por más de tres años; los riesgos de prescripción de la causa, la falta de implementación de 
medidas cautelares para precautelar su derecho la justa indemnización; la recurrencia a 
través de recursos y finalmente esta propia acción que debería ser considerada como actos 
de ejecución de una sentencia, ponen en evidencia una clara situación de revictimización, 
prohibida expresamente por el marco constitucional ecuatoriano. Además se colige del 
propio expediente que las pericias para la hija de la actora y hermana del ofendido, no pudo 
realizarse, no por desidia de ésta sino porque se debía ajustar a los tiempos de la perito 
imposibilitando su realización –referencia Fs. 731-, nos hace meditar sobre la prioridad de 
fondo de las víctimas y establecer acciones para evitar que el sufrimiento y desasosiego se 
hagan nuevamente presentes. Debemos recordar que dentro de la reparación integral el 
acceso de justicia y las consideraciones a este grupo de atención especial deben ser 
prioritarios para dar una respuesta ante el dolor de las víctimas, sin embargo la respuesta es 
tardía y con un servicio que no lo merece. El sistema parecería estar diseñado 
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exclusivamente a favorecer a través de mínimos jurídicos preestablecidos a los procesados 
y no a la víctimas, llegando al extremo de que este caso estuviera a punto de prescribir, y 
cuando esto se evita la reparación material se tornó en una quimera por cuanto los 
condenados tuvieron suficiente tiempo para realizar actos de desapoderamiento de sus 
bienes y dejar un esquema a veces imposible de responder a una legítima aspiración 
materia, según se desprende de las respuestas de las instituciones bursátiles, así como del 
Registro de la Propiedad y Mercantil. De ahí que esta sentencia permite en algo ejercer el 
mandato contenido a través del Estado con respecto a un grupo invisibilizado antes de la 
Constitución del año 2.008 y que por primera ocasión se reconozca los derechos de las 
víctimas, empezando por una resolución que intenta dar respuestas y materializar de 
manera pragmática estos retos jurídicos. b) La pérdida de oportunidades, en particular las 
de empleo, educación y prestaciones sociales; ésta perdida por parte de la señora accionante 
no ha sido debidamente justificada en derecho ya que al momento cuenta con su empleo 
fijo, de conformidad con lo que se demuestra a fs. 594 con la certificación por la señora 
Fernanda Ramírez E., en su calidad de Asistente de la oficina de Recursos Humanos 
Universidad Andina Simón Bolívar sede Ecuador y no se ha generado un despido o 
renuncia que afecte aún más su condición de víctima, por el contrario cuenta con la 
colaboración y respaldo de la institución para la cual presta sus servicios. Sin embargo la 
grave situación por la que atraviesa devino a raíz de la muerte de su hijo, lo que conlleva a 
una pérdida de las debidas motivaciones para el ejercicio efectivo de sus labores, como lo 
ponen en evidencia los respectivos informes psicológicos; c) Los daños materiales y la 
pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante. Sobre este punto, es necesario tener en 
cuenta el proyecto de vida del adolescente Fernando Jaramillo Galarza, cuya vida se vio 
truncada por un accidente de tránsito provocado por la impericia y negligencia de un chofer 
profesional. Así de no ser por este accidente el adolescente podría haber vivido y producido 
por muchos años. De ahí que frente a esta situación sea necesario tener como criterio su 
expectativa de vida. A fojas 726 a 729 consta el oficio N INEC-SUGEN-2014-0139-O 
remitido por parte del Ingeniero Jorge García, Subdirector General del Instituto Nacional de 
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Estadísticas y Censos mediante el cual informa que para el período de los años 2010 y 
2020, es decir, diez años, la proyección inicia con 73 aumentando a 75 años, y en particular 
para la provincia de Pichincha de 73.8 años. Con esta certificación y siguiendo la fórmula 
establecida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Neira Alegría y 
otros vs. Perú para fijar el valor del lucro cesante en el presente caso, se tomará en cuenta el 
salario mínimo a la fecha en que sucedieron los hechos, con los ajustes correspondientes de 
incremento general de sueldos en el período; la edad que tenía el adolescente al momento 
de su muerte; y la expectativa de vida, certificado por el organismo nacional de estadísticas. 
Para esta valoración se ha tomado en consideración conjuntamente con el derecho de 
reparación integral, la especial y prioritaria atención que impone la Constitución de la 
República del Ecuador a los derechos de los niños, niñas y adolescentes consagrados en los 
artículos 35, 44 y 45 de la Constitución de la República del Ecuador; los cuales guardan 
concordancia con el principio de protección integral, interés superior del niño, su prioridad 
absoluta y la interpretación más favorable a sus derechos establecidos en los artículos 1, 4, 
11, 14 y 19 del Código de la Niñez y Adolescencia de Ecuador. d) Los perjuicios morales; 
e) Los gastos de asistencia jurídica o de expertos, medicamentos y servicios médicos y 
servicios psicológicos y sociales. De fs. 552 a 580 constan documentos justificativos de los 
gatos realizados por el hecho ocurrido. Respecto de estos literales existe ya un cálculo que 
se lo realizó al emitir la sentencia dentro de la causa de tránsito, misma que al haber sido 
impugnada mediante recurso de apelación y casación se la determina en un monto de 
U.S.D. 12.720.00 dólares de los Estados Unidos de América. A esto cabe añadir los gastos 
de honorarios profesionales cuantificados en 1.500 dólares ya que al momento de emitir 
sentencia el profesional sustanciaba una causa distinta a esta que nos ocupa en concepto de 
juicio verbal sumario por daños y perjuicios, por lo que el rubro acrecienta. Continuando, 
con los criterios establecidos por la resolución, se encuentra LA REHABILITACIÓN, que 
implica todo “ejercicio de atención médica y psicológica, así como servicios jurídicos y 
sociales” Al respecto, teniendo en consideración los resultados de los peritajes psicológicos 
realizados a la señora Verónica Galarza Altamirano, se hace necesario establecer un 
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proceso de atención psicológica en su calidad madre de la víctima, hasta que un profesional 
de la salud determine mediante un informe final señalando que está en condiciones de dar 
por finalizada la terapia asignada. Para este efecto el profesional presentará informes 
periódicos de avance cada tres meses. Con lo que respecta a Ingrid Kruztcaya Jaramillo 
Galarza, hermana del occiso, estaría contemplada también como parte lesionada pero esta 
condición no ha sido sustentada en legal y debida forma, cabe mencionar que la 
mencionada ciudadana no ha acudido en repetidas ocasiones a efectuarse el examen médico 
psicológico, debido a cambios y condicionamientos de horarios impuestos por los peritos, 
por lo cual la condición no se justifica, sin embargo el Juzgador debe remarcar que los 
profesionales de la salud deben adecuar su servicio a las necesidades de los y las pacientes, 
y en especial las víctimas, a que se contemplan como un grupo de atención prioritaria. Por 
otra parte, en relación a las GARANTÍAS DE SATISFACCIÓN, estas comprenden 
medidas eficaces para que no continúen las violaciones, emisión de declaraciones oficiales, 
pedidos de disculpa pública, conmemoraciones y homenajes entre otras. De fs. 635 a 693 
constan varios recortes de prensa, notas periodísticas, editoriales, entrevistas y otros datos 
mediáticos donde se corrobora la conmoción del hecho y los efectos sociales y hasta 
legislativos, que se producen a raíz del lamentablemente fallecimiento de Fernando 
Jaramillo Galarza, los mismos que permiten colegir que la víctima directa fue un estudiante 
que desarrollaba sus responsabilidades estudiantiles de manera correcta y se convirtió en un 
verdadero líder estudiantil, perteneciendo a lo que se denominaba “banda de guerra” 
teniendo un instrumento musical que representaba la dirección de este grupo. Además su 
madre inició campañas para recordar su nombre y accedió hasta el Presidente de la 
Asamblea Nacional Legislativa para incidir en las Ley y reformas respectivas. Siguiendo la 
línea de la Resolución, este aspecto de la reparación comprende: a) Medidas eficaces para 
conseguir que no continúen las violaciones; La violación a los derechos quedan cesadas por 
medio de la emisión de la sentencia y conjuntamente opera con la garantía de no repetición 
b) La verificación de los hechos y la revelación pública y completa de la verdad, en la 
medida en que ese derecho a la verdad no provoque más daños o amenace la seguridad y 
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los intereses de la víctima, de sus familiares, de los testigos o de personas que han 
intervenido para ayudar a la víctima o impedir que se produzcan nuevas violaciones; se 
deberá hacer efectiva la publicación de esta sentencia conjuntamente con la emitida en la 
causa de tránsito seguida en esta judicatura en la página web del Consejo de la Judicatura 
por ocho días laborables en el portal de inicio. Que se oficie al Director del Colegio 
Montufar con el contenido de esta resolución para que se coloque una placa conmemorativa 
en nombre de los estudiantes de dicho establecimiento, incluido el adolescente que 
respondía a los nombres de Fernando Alexander Jaramillo Galarza, que fallecieron a causa 
de incidentes de tránsito denunciados y alegados en este proceso. Es necesario recalcar que 
mediante esta controversia se ha podido sancionar a los culpables del cometimiento de este 
delito y la lucha de la madre ha sido incansable por lo que esta autoridad cree pertinente se 
nombre al puente peatonal ubicado en la Avenida “Napo”, como “Fernando Alexander 
Jaramillo”, construido a partir de este lamentable suceso para que tanto peatones como 
conductores tomen conciencia del riesgo inminente de las vías y quede marcado un 
precedente en la memoria colectiva que la lucha en contra de la impunidad ha generado sus 
frutos plasmados y efectivizados por la justicia Ecuatoriana; y dado que el caso fue 
conocido por la Asamblea Nacional, que esta función realice un homenaje expreso a la 
lucha de la madre. Por último, la resolución señala LA GARANTÍA DE NO 
REPETICIÓN, la cual comprende entre otras medidas ejercicio efectivo por parte de las 
autoridades, fortalecimiento de la independencia judicial, la educación y promoción de los 
derechos entre otras. En este caso, la parte perjudicada ha sido sugerida dos tipos de 
medidas, una ha solicitado se inicie un proyecto piloto de capacitación a transportistas 
urbanos de concientización sobre la atención integral a los usuarios con énfasis en niños, 
niñas y adolescentes, el cual se considera procedente y necesario. Y por otra parte, ha 
solicitado se oficie al Consejo de la Judicatura para que informe sobre causas que se han 
aperturado en contra de la cooperativa LATINA S.A. por accidentes de tránsito, lo cual se 
de paso e incluye esta autoridad se considere la responsabilidad solidaria del propietario de 
la unidad de transporte. Por otra parte, con el fin de dar cumplimiento a las 
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indemnizaciones económicas se considera que la unidad de transporte debe ser sometida al 
embargo y posterior remate de ley respectivo para cumplir con la reparación material antes 
determinada y el gasto que obra como residual. RESOLUCIÓN: ADMINISTRANDO 
JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR Y POR 
AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA se 
DECIDE: A) La indemnización de carácter material a favor de la señora Verónica Jolly 
Galarza Altamirano en virtud de ser víctima, por haberse justificado su relación materno 
filial con el adolescente Fernando Alexander Jaramillo Galarza, se estable a través del 
siguiente rubro económico, desglosado de la siguiente manera: a) En calidad de daño 
emergente y por cuanto se ha justificado de manera legal los valores económicos en doce 
mil setecientos veinte dólares de los Estados Unidos de Norteamérica ($12.720.00) más los 
honorarios profesionales determinados en $1.500; la ejecución de terapias en la persona de 
la señora Verónica Jolly Galarza para lo que se establece la cantidad de 1,800 para el 
profesional que lleve a cabo el tratamiento, que se cumpla con lo dispuesto en relación al 
cumplimento integro de la garantía de no repetición, valor que equivale a U.S.D. 16.020 
DIECISIETE MIL VEINTE DOLARES AMERICANOS; b) Se encuentra debidamente 
comprobado que el estimado de vida en la provincia de Pichincha es de 73.8 años, debiendo 
descontar los 17 años que tenía a la fecha del accidente de tránsito que terminó con su vida. 
Igualmente la remuneración a la fecha de los hechos corresponde a U.S.D. 218 dólares de 
los Estados Unidos de Norteamérica; situación que correspondería al valor de U.S.D. 
148.588,80 de los Estados Unidos de América. A esto debe establecerse el promedio de la 
tasa de interés activa correspondiente al 8 por ciento que equivale a U.S.D. 11.887,10 de 
conformidad con lo que preceptúa el artículo 396 y 398 del Código de Trabajo, así como de 
las diversas sentencias emitidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos cuando 
se refiere a daños materiales que equivaldrían al factor denominado como lucro cesante, y 
finalmente de conformidad con legislación comparada para este tipo de accidentes de 
tránsito. Su valor que equivale a U.S.D. 160.475,90 dólares de los Estados Unidos de 
América. Sumados los rubros constantes en el acápite a) y b) ascienden al valor total de: 
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U.S.D. 176.495,90,oo CIENTO SETENTA Y SEIS MIL CUATROCIENTOS NOVENTA 
Y CINCO CON NOVENTA DOLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMERICA, 
para el efecto se descontará o deducirá la cantidad cubierta por el SOAT de conformidad 
con el Art. 226 del la LOTTTSV. B) La ubicación de una placa conmemorativa en el 
Colegio Montufar en honor a la víctima de este suceso de tránsito y quien en vida se llamó 
FERNANDO ALEXANDER JARAMILLO GALARZA. C) Se dispondrá que el Municipio 
del Distrito Metropolitano de la ciudad de Quito, a través de la Dirección de Movilidad 
ubique el nombre de FERNANDO ALEXANDER JARAMILLO GALARZA, al paso 
peatonal que se ubica en la Avenida Napo y Upano. D) Se pedirá disculpas expresas y 
públicas por parte del deudor principal y solidario, así como del Gerente General de la 
empresa “Latina” en un día que se coordinará con las autoridades educativas de la unidad 
educativa “Montufar”, la misma que deberá desarrollarse en un plazo no mayor a treinta 
días y dentro de la jornada educativa. E) Que en un plazo no mayor a treinta días y a costa 
de los demandados se publique esta sentencia inserta una nota de disculpas públicas tanto 
del deudor principal como de la deudora solidaria. F) Que en un plazo no mayor a 
NOVENTA DÍAS la Agencia Nacional de Tránsito diseñe, programe y evacue un curso de 
Educación Vial y Derechos Humanos de Niños, Niñas y Adolescentes, dirigido para 
conductores profesionales de empresas de transporte público. Este curso llevará el nombre 
de FERNANDO ALEXANDER JARAMILLO GALARZA. G) Que de manera inmediata y 
en un plazo no mayor a ocho días de ejecutoriada esta sentencia se oficie a la Agencia 
Nacional de Tránsito para que conste en los archivos de la compañía de transporte 
LATINA, como precedente para la renovación del permiso de operación. H) Que se dirija 
atento oficio a la señora Presidenta de la Asamblea Nacional Legislativa a objeto de que en 
uno de los Plenos de este organismo, se realice un minuto de silencio en honor a 
FERNANDO ALEXANDER JARAMILLO GALARZA y más víctimas de accidentes de 
tránsito. I) Se oficie al Ministerio de Salud con el objeto de que en el plazo de treinta días a 
partir de que esta se sentencia se ejecutoríe, disponga a las unidades profesionales de la 
salud, trabajo social y psicológico se organicen y otorguen una terapia especializada y 
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técnica a la actora y su hija durante UN AÑO. Los honorarios que pueda generar esta 
atención correrán a cargo de los demandados en los rubros establecidos. El equipo 
multidisciplinario emitirá informes periódicos a esta Autoridad para realizar el seguimiento 
necesario. J) Poner en conocimiento del Consejo de la Judicatura la presente sentencia, a fin 
de que en el marco de sus competencias y atribuciones, realice una debida, oportuna y 
generalizada difusión de esta sentencia en las instancias pertinentes de la Función Judicial. 
K) El deudor principal y solidario deberá cancelar por concepto de indemnización material 
e inmaterial a la Actora la suma económica determinada en el acápite A) para lo cual de 
conformidad con el Art. 78 de la Constitución de la República se ordena la Prohibición de 
Enajenar y el Secuestro del Vehículo Placas PZY-269, Marca Hino, Clase Omnibus, Año 
2002, Modelo FF1JPTZ, Color Rojo Blanco, propiedad de la deudora solidaria, para el 
efecto ofíciese a los funcionarios correspondientes. Se deja a salvo las acciones que las 
partes se crean con derechos. Notifíquese, Ofíciese y Cúmplase. 
 
f: TAMAYO MOSQUERA MARCO ANTONIO, JUEZ 
Lo que comunico a usted para los fines de ley. 
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